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Doctor 

JORGE CASTAÑO GUTIÉRREZ 
Superintendente Financiero de Colombia
jocastano@superfinanciera.gov.co 
Ref.:
Queja contra Corficolombiana, el Grupo Aval, y Néstor Humberto Martínez por no reportar transacciones irregulares y sospechosas. 

Atento saludo,

Como la Superintendencia debe saber, según las últimas revelaciones de la corrupción del consorcio (Odebrecht-Episol-Corficolombiana/GrupoAval), en particular lo revelado por Jorge Enrique Pizano (Controller de la Concesionaria Ruta del Sol II), y sus conversaciones con el actual Fiscal General de la Nación, Néstor Humberto Martínez, se ha establecido que las directivas del Grupo Aval y de Corficolombiana, tenían conocimiento de una serie de pagos sospechosos e irregulares realizados por la Concesionaria Ruta del Sol II, que fueron identificados desde el año 2013 e informados a las directivas de manera sucesiva hasta el 2016 e incluso con posterioridad a esa fecha, operaciones que NO fueron reportadas a la Unidad de Información y Análisis Financiero –UIAF-. 
Aunque Pizano informó con suficiencia sobre las irregularidades que encontró, NO haber reportado de manera inmediata y suficiente a la UIAF por simple sospecha sobre tales pagos y transacciones de conformidad con las obligaciones establecidas por el SARLAFT vigentes en ese momento, configura una violación al artículo 102, numeral 2, literal d) del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero
 (Decreto 663 de 1993, modificado por la Ley 1121 de 2006), razón por la cual la Superintendencia Financiera de Colombia debe iniciar de manera inmediata una investigación dirigida a establecer el incumplimiento y la responsabilidad de las compañías involucradas y de sus directivos. 

Así mismo, solicito que la investigación que se abra sobre estos asuntos tenga un trámite preferente y se le dé especial celeridad, en aras de que se impongan sanciones ejemplarizantes a los responsables del mayor escándalo de corrupción de los últimos tiempos en Colombia, en el que estuvo y está en juego el ahorro de los colombianos.
Para efectos de fundamentar la presente solicitud de apertura de investigación, es pertinente relacionar los siguientes elementos materiales:

1. CORFICOLOMBIANA y GRUPO AVAL sabían de las operaciones sospechosas e irregulares de la Concesionaria Ruta del Sol II.
Según lo estableció  la Superintendencia de Industria y Comercio, mediante Resolución No. 67837 del 13 de septiembre de 2018, existe evidencia suficiente para señalar que tanto Corficolombiana como el Grupo Aval sabían de la existencia de pagos sospechosos e irregulares.
1.1. Jorge Enrique Pizano informó de pagos irregulares a CORFICOLOMBIANA, incluyendo a José Elías Melo. 
Sobre esto la SIC en su resolución señala: 

“En relación con el control de las actividades de la CONCESIONARIA RUTA DEL SOL S.A.S. es preciso señalar que JORGE ENRIQUE PIZANO CALLEJAS (Controller de la CONCESIONARIA RUTA DEL SOL) envió un correo el 25 de junio de 2015 a ÁLVARO MIGUEL OEDING (funcionario de CORFICOLOMBIANA) con copia a JOSÉ ELÍAS MELO ACOSTA (entonces presidente de CORFICOLOMBIANA), en el que se anexó el resumen ejecutivo de actividades de SARFALT”.

“En el texto del referido documento se indicaba que se había realizado oportunamente el levantamiento de “no conformidades” por el incumplimiento de los procedimientos de compras y suministros, y se señalaban casos especiales de la contratación de la CONCESIONARIA RUTA DEL SOL S.A.S. que fueron informados a los miembros de la CORFICOLOMBIANA y al comité directivo de CONSOL. Entre dichos casos se incluían algunos pagos realizados a CONSULTORES UNIDOS S.A. y a PROFESIONALES DE BOLSA”. (Resolución No. 67837 de 2018, Pág. 85) (Énfasis fuera de texto)
1.2. El GRUPO AVAL fue informado, se le envió un correo el 7 de octubre de 2015. 
Sobre el conocimiento que tenía el Grupo Aval, la SIC señala en su resolución lo siguiente:

“Las situaciones irregulares de los pagos efectuados a algunas sociedades como CONSULTORES UNIDOS S.A. y PROFESIONALES DE BOLSA también fueron objeto de cuestionamientos con posterioridad de lo informado por JORGE ENRIQUE PIZANO CALLEJAS (Controller de la CONCESIONARIA RUTA DEL SOL)”.
“Se trató de un asunto que fue del conocimiento del Vicepresidente Senior de la Contraloría Corporativa de GRUPO AVAL, RAFAEL EDUARDO NEIRA TORRES, quien por medio de un correo del 7 de octubre de 2015, remitió a ALBERTO MARIÑO SAMPER (miembro de la Junta Directiva de la CONCESIONARIA RUTA DEL SOL y miembro del Comité Directivo de CONSOL), JORGE ENRIQUE PIZANO CALLEJAS (Controller de la CONCESIONARIA RUTA DEL SOL) y a JAVIER GERMAN MEJÍA (Director de Nuevos Negocios de EPISOL y miembro de la junta directiva de CONSOL), un “RESUMEN – CONCESIONARIA RUTA DEL SOL SAS SECTOR 2” en el que se realizaban señalamientos específicos a algunas empresas”. (Resolución No. 67837 de 2018, Pág. 86) (Énfasis fuera de texto).
Adicionalmente, en las grabaciones realizadas por Pizano al actual fiscal Martínez, este le indica que ya le avisa directamente a Luis Carlos Sarmiento Angulo. Sobre tales grabaciones el Fiscal Martínez señaló:
"Me llevó a su oficina, me entregó unos contratos que a su juicio no tenían sustento. Me mostró pruebas que evidenciaban que eso no tenía sustento alguno. En el mismo acto llamé al doctor Sarmiento Angulo para que me diera una cita para llevarle los documentos", agregó el fiscal general. (https://bit.ly/2B4HLmP).
Por su parte, el Fiscal Martínez en su comunicado señaló: 
“De manera inmediata el doctor Sarmiento Angulo recibió de mis manos toda la investigación que preparó Pizano, con base en la cual los consorciados llegaron a un acuerdo por virtud del cual Odebrecht se obligó a reintegrar al Consorcio Ruta del Sol la suma de 33.000 millones de pesos de los contratos cuestionados”. (https://bit.ly/2B4HLmP)
2. EPISOL y CORFICOLOMBIANA NO fueron víctimas, sino que “conocieron, participaron y consintieron pagos de los sobornos”: SIC

La SIC en su Resolución No. 67837 del 13 de septiembre de 2018 señala:

“Estas circunstancias, en las que se evidencia que EPISOL y CORFICOLOMBIANA desatendieron, incluso de manera sistemática, las advertencias sobre irregularidades que les informaba el funcionario que vincularon con ese exclusivo propósito, sumadas al hecho de que, cuando se vieron forzadas a actuar, decidieron adoptar una medida que en realidad resultó inoperante, son elementos de juicio que en concepto de la Delegatura no dan cuenta de una supuesta condición de víctima en cabeza de EPISOL y CORFICOLOMBIANA, sino más bien resultan indicativas de que tales compañías conocieron, participaron y consintieron pagos de sobornos a través del retiro ilegal de recursos desde la CONCESIONARIA RUTA DEL SOL y el consorcio constructor CONSOL”. 
“Corolario de lo expuesto en este acápite, ya en lenguaje lato resulta sencillamente inverosímil que empresas de amplísima trayectoria en los mercados, con especial pericia en el manejo de los negocios, con particulares estándares de gobierno corporativo y rentables gracias a la habilidad en la administración de proyectos con socios; hubieran estado expuestas por 4 años, al menos, al saqueo millonario de las cuentas de la Concesionaria en la que participaban, a pesar de todas las advertencias, alertas y evidencias que llegaron a su conocimiento sobre lo que estaba ocurriendo y que no hubieran estado en capacidad de tomar ninguna medida idónea y mucho menos de dar aviso a las autoridades. Sin duda, esas acciones y esas omisiones, comprometen fuertemente la responsabilidad de EPISOL y CORFICOLOMBIANA y algunos de sus directivos, entre los cuales, sin duda estaría JOSÉ ELÍAS MELO ACOSTA (entonces Presidente de CORFICOLOMBIANA). (Resolución No. 67837 de 2018, Pág. 89) (Énfasis fuera de texto).
3. En el acuerdo de transacción los supuestos pagos innecesarios se ajustan a la mecánica del soborno: SIC.

Es pertinente señalar que identificados los pagos sospechosos e irregulares desde el 2013 (Anexo 1), solamente en junio de 2015 Corficolombiana toma medidas al iniciar los acercamientos para hacer un acuerdo de transacción con su socio, justo cuando se conoce a nivel mundial de la captura por corrupción de Marcelo Odebrecht, líder de la compañía brasilera, por obtener licitaciones en varios países del mundo mediante sobornos. Es precisamente en el mes de junio de 2015 cuando empiezan las negociaciones entre Odebrecht y el Grupo Aval a fin de llegar a un acuerdo, asesorados por el hoy fiscal Néstor Humberto Martínez, quien fungía como empleado del Grupo Aval. 
Fruto de los oficios del hoy fiscal, Odebrecht y Grupo Aval llegaron a un acuerdo de transacción sobre los pagos sospechosos e irregulares, acuerdo sobre el que caben varios cuestionamientos: i) ¿Por qué a pesar de identificarse contratos sospechosos del orden de $54.000 millones, el acuerdo de transacción fue realizado solo $33.000 millones?, ii) ¿Por qué se pacto que Odebrecht devolvería ese monto no al Grupo Aval, sino al Consorcio Ruta del Sol y a CONSOL, donde la participación de Odebrecht es del 62%, luego le corresponde ese porcentaje de la “devolución”? iii) Además, ¿por qué los $33.000 millones de compensación acordados en la transacción no se pactaron en dinero contante y sonante, sino en el descuento de un “Fee de Liderazgo”, rubro que no tiene un sustrato material y atendiendo las reglas de la práctica es utilizado para cuadrar caja? En efecto, si Episol-Corficolombiana-GrupoAval fue víctima de “millonarios robos” por parte de su socio Odebrecht, ¿por qué la compensación para no denunciar resulta tan precaria y contraria a sus intereses? 
El contrato de transacción ha sido calificado por periodistas e investigadores de este escándalo como un pacto de silencio, que elevó casi a escritura pública un acuerdo de no reclamación y de no divulgación de las transacciones irregulares, a lo menos sospechosas, que habían sido identificadas por el controller Pizano y por el Contralor del Grupo Aval, al punto que se suscribió una clausula de confidencialidad y no divulgación cuya incumplimiento generaría una multa de ¡$10.000 millones de pesos!
Adicionalmente, sobre el acuerdo de transacción la SIC señala en su resolución:
“El documento transaccional hace relación a unos pagos innecesarios. Hoy, respecto de muchos de ellos, la Delegatura advierte que fueron pagos que se ajustan a la mecánica del soborno descrito en este acto administrativo”. (Resolución No. 67837 de 2018, Pág. 88) (Énfasis fuera de texto).
Si se tiene en cuenta que los pagos irregulares identificado por Pizano y dados a conocer a las directivas de Episol, Corficolombiana, Grupo Aval y al propio Néstor Humberto Martínez, i) se ajustan a la mecánica de los sobornos, ii) que dichos pagos irregulares fueron informados desde el año 2013 y reiterados en junio de 2015, iii) misma época en la que Marcelo Odebrecht fue capturado por obtener licitaciones mediante sobornos, sumado al hecho de que iv) los directivos de la compañía brasilera denunciaron al presidente de Corficolombiana-GrupoAval de haber consentido y participado en los sobornos, es lógico concluir que el acuerdo de transacción tenía como propósito ocultar la participación de Corficolombiana-GrupoAval, para que esta pudiera presentarse como victima y no como coautora de los cohechos y sobornos.
Resulta bastante probable que el contrato de transacción diseñado por el actual Fiscal Martínez, quien para la época actuaba como abogado del Grupo Aval, haya sido una coartada para burlar a las autoridades y obstruir la acción de la justicia, pues con base en dicho acuerdo confidencial, que divulgó la periodista María Jimena Dusán, Corficolombiana-GrupoAval ha argumentado que fue victima de su socio, quien le robó millonarias sumas sin que el principal conglomerado financiero de Colombia se diera cuenta de transacciones irregulares multimillonarias, sobre las que había advertido su controller en la Ruta del Sol II y el contralor General del Grupo Aval. La copiosa evidencia material demuestra que Corficolombiana y el Grupo Aval sí sabían de los pagos sospechosos e irregulares, y sabían porque, como afirma la Superintendencia de Industria y Comercio en su resolución citada líneas atrás, “conocieron, participaron y consintieron los pagos de los sobornos”.

4. Néstor Humberto Martínez en el Senado de la República confesó que conocía de los pagos sospechosos e irregulares e incriminó al Grupo Aval al confirmar que tenían pleno conocimiento sobre los mismos.
Néstor Humberto Martínez en su intervención en la plenaria del Senado el paso 27 de noviembre, terminó por confesar que tanto él como el Grupo Aval tuvieron que aceptar mucho más que sospechas sobre ilegalidades en el Consorcio Ruta del Sol II, luego de no poder silenciar las oportunas denuncias de Jorge Enrique Pizano, quien en todos los tonos los llamó a que actuaran contra la corrupción que había descubierto. Y también es un hecho que se cuidaron de no proceder según las leyes, como era su obligación, sino que acordaron tapar las irregularidades mediante un pacto secreto entre Odebrecht y Episol (Corficolombiana Grupo Aval), pacto del silencio y del tapen-tapen que la postre les fracasó, y del que se hizo referencia en el punto anterior.

A continuación, se citan frases textuales del hoy Fiscal Néstor Humberto Martínez en el Senado que prueban que él y el Grupo Aval sí evadieron su obligación de informarle a la UIAF.

1.- El Fiscal Martínez dice que: “Pizano había intentado entregar esa información a la organización y no le había llegado al nivel superior. Y concurrió a mi oficina de abogado, como amigo personal de él, para que yo le ayudara a que sus informaciones le llegaran al presidente de la Organización Luis Carlos Sarmiento Angulo, tarea que cumplí como un correo humano, que fue el favor que a mí me pidieron. La tesis inicial de Jorge Enrique es que eran faltantes en el Consorcio Ruta del Sol, que se las podrían estar apropiándose algunos de los oficiales de esa compañía”. (Énfasis fuera de texto) ¡Y no le reportaron a la UIAF tales operaciones sospechosas que podían ser un robo o un lavado de activos, dentro de una compañía asociada con empresas que manejan dineros del público!

2.- NHM: “Quiero advertir una cosa –dijo Martínez–, Jorge Enrique tenía una templanza y un coraje, al cual le quiero rendir hoy culto. Se fue un día a buscar a uno de esos facinerosos que se prestaba para hacer facturas falsas, y lo cogieron en la calle sus gorilas y su guardaespaldas, y él tomó un riesgo absolutamente innecesario. Y le dije, quieto, y termino diciéndole, estamos haciendo unas reuniones mañana, ya el abogado penalista está mirando todo,”. (Énfasis fuera de texto). Y los actos de esos “facinerosos” más las reuniones con el “abogado penalista”, por hechos de suyo graves, tampoco los llevaron a reportarle a la UIAF.

3.- Dice Martínez que: “en la grabación del 26 agosto del 2015 (…) le digo –a Pizano–, siéntese, oiga qué delitos se cometieron (…) yo le leo un concepto jurídico que me da un abogado rápidamente, que había producido el 21 agosto, en donde me dice que se pueden haber cometido todos esos delitos que yo enuncié”. El Espectador publicó una grabación sobre este aspecto en el que Martínez enumera los posibles delitos que en el Senado silenció: “soborno, lavado de activos, falsedad en documento privado, administración desleal, abuso de confianza, estafa, hurto agravado, peculado por apropiación”, posibilidades todas –en extremo sospechosas– que le ocultaron a la UIAF, teniendo el deber jurídico de reportarlas.

4. NHM: “Él ya sabía –Pizano–, que habíamos contratado un abogado penalista para el caso”, porque eran así de graves las sospechas, para decir lo menos, que había surgido de las acusaciones de Pizano, y que no le informaron a la UIAF.

5.- Y en la siguiente afirmación en el Senado, Martínez se incrimina e incrimina al Grupo Aval al afirmar que: “como resultado de esta labor diligente que cumplí, se inició un proceso de auditoría corporativa, exhaustivo, para establecer qué era lo que había ocurrido. Y mientras Pizano hablaba de 24 mil millones de pagos irregulares, la auditoría corporativa, a la cual yo le había entregado todos los papeles para que se investigara, descubrió que había pagos irregulares por más plata, por 33 mil millones de pesos, que es la cifra mágica del contrato de transacción”, contrato de transacción que suscribieron Odebrecht y Episol (Corficolombiana-Grupo Aval), asesorados por Néstor Humberto Martínez y con pacto de silencio incluido, con el que intentaron cubrir con un manto de inocencia y legalidad las denuncias de Pizano, todo lo cual tampoco le informaron a la UIAF, como era su deber, según el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, (Decreto 663 de 1993, modificado por la Ley 1121 de 2006).

Por lo anterior, solicitamos que también se inicien las investigaciones pertinentes respecto de la responsabilidad profesional y de debida diligencia de quien fungió como asesor del Grupo Aval y Corficolombiana, señor Néstor Humberto Martínez, quien los asesoró en el manejo de esta situación y en el contrato de transacción, mediante el cual presuntamente se abría intentado obstruir la justicia y desviar las investigaciones posteriores sobre tales hechos, y quien no asesoró a sus clientes sobre el deber de reportar los pagos irregulares o sospechosos a la UIAF, tal y como lo establece la ley. En caso de no tener competencia para investigar al referido asesor jurídico, solicitamos sean compulsadas copias a las autoridades competentes.
Ante pruebas tan contundentes, reiteramos nuestra solicitud al señor Superintendente Financiero de Colombia, Doctor Jorge Castaño Gutiérrez, para que  de manera oportuna, prevalente y con la mayor celeridad tome las decisiones que ordenan la Constitución y las leyes de Colombia.

Petición

1. Abrir investigación contra el Episol-Corficolombiana y Grupo Aval por haber incumplido sus obligaciones relacionada con el reporte inmediato y suficiente de operaciones sospechosas, de conformidad a lo establecido en el SARLAFT y en las disposiciones legales vigentes, y sancionar a las compañías responsables y a sus directivos.
2. Abrir investigación contra el asesor legal de Corficolombiana y/o Grupo Aval en el manejo de los pagos irregulares y sospechosos y en el contrato de transacción, señor Néstor Humberto Martínez, por violar sus deberes, en especial la debida diligencia. En caso de no ser competente, compulsar copias a la autoridad respectiva para que determine la responsabilidad del entonces abogado del Grupo Aval y hoy Fiscal General de la Nación, Néstor Humberto Martínez Neira.

Anexos.
1. Imagen sobre audio de Jorge Enrique Pizano donde señala que los contratos sospechosos e irregulares fueron advertidos desde el 2013.

2. Resolución SIC No. 67837 del 13 de septiembre de 2018 (https://bit.ly/2rlpNqF)
3. Extracto de respuesta de la UAIF sobre los Reportes de Operaciones Sospechosas ROS.
4. Contrato de Transacción celebrado entre Odebrecht y el Grupo Aval

5. Columna de María Jimena Dusán, ¿Un pacto de silencio?, Revista Semana, 28 de julio de 2018. (https://bit.ly/2LWvYd7)
6. Columna de María Jimena Dusán, Aquí no pasó nada, Revista Semana, 19 de agosto de 2018. (https://bit.ly/2rvBhrp)
La información y las comunicaciones sobre la presente solicitud de apertura de investigación las recibiré en el Edificio Nuevo del Congreso, Cra. 7 No. 8-68 Oficina 611 B, y en los correos electrónicos robledosenado@gmail.com y abogadospda@gmail.com. Por su atención, reciba mis agradecimientos.
Cordialmente,
JORGE ENRIQUE ROBLEDO

Senador Polo Democrático Alternativo
� “Artículo 102. Régimen general. (…) 2. Mecanismos de control. (...) � HYPERLINK "http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjurMantenimiento/normas/Norma1.jsp?i=1348" \l "d.102" �d�) Reportar de forma inmediata y suficiente a la Unidad de Información y Análisis Financiero cualquier información relevante sobre manejo de activos o pasivos u otros recursos, cuya cuantía o características no guarden relación con la actividad económica de sus clientes, o sobre transacciones de sus usuarios que por su número, por las cantidades transadas o por las características particulares de las mismas, puedan conducir razonablemente a sospechar que los mismos están usando a la entidad para transferir, manejar, aprovechar o invertir dineros o recursos provenientes de actividades delictivas o destinados a su financiación”.
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